Santiago, diecinueve de febrero de dos mil veintiséis.
VISTOS:
Por sentencia dictada con fecha diecisiete de septiembre de dos mil veinticuatro, en causa RIT O-3764-2023, caratulada “……con Abarrotes Económicos Ltda.” seguida ante el Segundo Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago, se resolvió acoger la demanda interpuesta por……….., contra Abarrotes Económicos Limitada, declarando improcedentes los despidos de que fueron objeto los demandantes y condenando a la demandada a pagar a los trabajadores diferencias de indemnizaciones, recargo legal del 30% y reintegro del aporte patronal al seguro de cesantía, con reajustes e intereses, sin costas.
Contra dicho fallo recurrió la parte demandada por la causal del artículo
478 letra c) del Código del Trabajo y, en subsidio, por la causal del artículo 477 del mismo cuerpo legal.
Declarado admisible el recurso, se procedió a su conocimiento en audiencia, oportunidad en que alegaron los abogados de ambas partes.
CONSIDERANDO:
PRIMERO: Que la parte demandada, Abarrotes Económicos Limitada, ha deducido recurso de nulidad en contra de la sentencia definitiva de fecha 17 de septiembre de 2024, dictada por el Segundo Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago, invocando como causal principal la contenida en el artículo 478 letra c) del Código del Trabajo, esto es, "Cuando sea necesaria la alteración de la calificación jurídica de los hechos, sin modificar las conclusiones fácticas del Tribunal inferior".
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Sostiene que la sentencia impugnada adolece de una equivocada calificación jurídica de los hechos, particularmente en lo relativo a la procedencia de la causal de terminación del contrato de trabajo por necesidades de la empresa. Cita doctrina del autor Ministro señor Omar Astudillo Contreras respecto a la calificación jurídica como valoración, señalando que implica la precisión de conceptos o estándares indeterminados contenidos en la norma, que requieren un juicio de valor del tribunal para darles contenido concreto.
Argumenta que la categoría de “necesidades de la empresa” está definida en términos amplios e indeterminados por el art. 161 inciso primero del Código del Trabajo, presentando las características propias de un concepto o estándar indeterminado que requiere concreción valorativa. Sostiene que la sentencia recurrida descarta la procedencia de la causal únicamente por falta de prueba respecto de un trasfondo técnico o económico, lo que se desprende del considerando cuarto de la sentencia, limitando a dichos requisitos la procedencia de la calificación jurídica.
El recurrente señala que, a partir del análisis literal del art. 161 inciso primero, se advierte que la expresión “tales como” denota que las circunstancias descritas en la norma son a título ejemplar, pudiendo verificarse otras distintas. Argumenta que son hechos suficientes para la aplicación de la causal aquellos derivados de bajas de productividad o cambios en las condiciones de mercado, pero que no corresponde subordinar necesariamente a contingencias económicas la invocación de otras hipótesis como los procesos de reestructuración empresarial.
Sostiene que la adecuada comprensión de las necesidades de la empresa motivadas por racionalización o modernización exige reconocer que los procesos de reorganización empresarial no siempre vienen impulsados por crisis de mercado, sino que la mayor parte de las veces responden a planificaciones inherentes a la empresa en función de aumentos de productividad y competitividad.
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Afirma que la sentenciadora ha incurrido en una errónea calificación jurídica al buscar dilucidar si los cambios se encuentran únicamente respaldados en cifras e informes, cuando se trata de una transformación reestructuradora que ha modificado el organigrama de la empresa, por lo que a su juicio se hace necesario que se altere la calificación jurídica de los hechos sin modificar las conclusiones fácticas del tribunal inferior, declarando que los hechos invocados en la carta de despido sí califican como necesidades de la empresa.
Termina solicitando que se acoja el presente recurso, anulando la sentencia recurrida y dictando la correspondiente sentencia de reemplazo, que declare en definitiva que los despidos fueron justificados y se rechace la demanda en todas sus partes;
SEGUNDO: Que, en subsidio de la causal anterior, la recurrente invoca la causal del artículo 477 del Código del Trabajo, esto es, haberse dictado con infracción de ley que hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo, señalando que la condena a reintegrar a los actores los descuentos practicados sobre las indemnizaciones por años de servicio por concepto de aporte patronal al seguro de cesantía contraviene formalmente lo dispuesto por los artículos 13 y 52 de la ley 19.728.
Argumenta que el artículo 13 establece que si el contrato termina por las causales previstas en el artículo 161 del Código del Trabajo, se imputará a la indemnización por años de servicio la parte del saldo de la Cuenta Individual por Cesantía constituida por las cotizaciones efectuadas por el empleador más su rentabilidad. Por su parte, el artículo 52 prescribe que cuando el trabajador accione por despido injustificado conforme al artículo 168 del Código del Trabajo, si el tribunal acoge la pretensión, deberá ordenar que el empleador pague las prestaciones que correspondan conforme al artículo 13.
Sostiene que una interpretación armónica de estas normas conduce a la conclusión que el empleador tiene derecho a imputar al pago de la

indemnización por años de servicio la parte del saldo de la Cuenta Individual por Cesantía constituida por el importe total de las cotizaciones que fueron de su cargo, derecho que subsiste incluso cuando el trabajador impugne la causal y el despido sea declarado injustificado.
Señala que el propósito de la ley fue reemplazar parcialmente el sistema de indemnización por años de servicio por un sistema pagadero a todo evento, y que incluso cuando el despido se declare injustificado, no se produce una mutación en la naturaleza de la indemnización que corresponde pagar. Agrega que el artículo 13 establece que “se imputará” el aporte patronal, siendo una norma imperativa y no facultativa.
Argumenta que el artículo 52 ordena una reconstitución imaginaria del importe de la indemnización para efectos de calcular el recargo, lo que sería inexplicable si no se asumiera que la ley ha concedido al empleador el derecho a descontar su aporte aun cuando el despido sea declarado injustificado, citando jurisprudencia de la Corte Suprema en recursos de unificación (Rol 23.348-2018, Rol 26.030-2020) que apoyarían esta interpretación.
Sostiene que las infracciones de ley denunciadas han influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo, pues si el tribunal hubiera interpretado y aplicado correctamente las normas contenidas en los artículos 13 y 52 de la Ley 19.728, no habría podido sino rechazar la pretensión de reintegro del aporte patronal al seguro de cesantía.
Por lo anterior, solicita que se acoja el recurso por esta causal subsidiaria, se invalide la sentencia recurrida y se dicte el correspondiente fallo de reemplazo que, no obstante mantener la declaración de ser el despido injustificado y condenar al pago del recargo correspondiente, desestime el reintegro del aporte patronal al seguro de cesantía;
TERCERO: Que, en el caso en examen y antes de realizar cualquier análisis de las causales de nulidad, esta Corte puede dejar de hacer presente el evidente descuido y la falta de prolijidad en que la demandada y recurrente

en estos autos ha incurrido en la interposición del recurso de nulidad, en el que es posible apreciar patentes errores tanto en el Rit de la causa ante el tribunal de base, como también –y lo que es más grave—, en las referencias a la sentencia y la prueba en cuya virtud construye su argumentación para configurar la causal de nulidad impetrada. Así, por ejemplo, realiza alusiones a prueba testimonial rendida por su parte, en circunstancias que la recurrente no ofreció ni aportó prueba testimonial alguna al proceso; o cita considerandos y extractos del fallo que no coinciden con la sentencia impugnada, lo que evidencia que el recurso se refiere claramente a una causa diversa de la examinada, razón suficiente para rechazar el arbitrio en examen;
CUARTO: Que, sin perjuicio de lo dicho y en lo que respecta a la
causal de nulidad alegada de forma principal de la letra c) del artículo 478 del Código del Trabajo, en cuya virtud el recurso de nulidad procede “cuando sea necesaria la alteración de la calificación jurídica de los hechos, sin modificar las conclusiones fácticas del tribunal inferior”, como es conocido, esta causal de nulidad comprende exclusivamente el análisis del proceso de subsunción de los hechos que han sido fijados por el tribunal de fondo al marco normativo aplicable, y apunta, también, a definir su naturaleza jurídica, controlando que los presupuestos de hecho tengan correspondencia con las consecuencias o efectos que el ordenamiento jurídico les asigna, lo que implica, asimismo, que el recurrente debe respetar las conclusiones fácticas que ha establecido el sentenciador en el fallo impugnado, los que resultan inamovibles en esta sede jurisdiccional.
En el caso en examen, para estos sentenciadores resulta evidente, sin
embargo, que lejos de aceptar las premisas fácticas y la forma como estas han sido extraídas por el tribunal de base, discrepando únicamente de la significación jurídica que se les ha otorgado en el fallo, las alegaciones formuladas importan ir contra la valoración de la prueba y los hechos fijados por la sentenciadora quien, frente a la insuficiencia de la prueba aportada por

la demandada, en el considerando noveno del fallo concluyó que la demandada no logró acreditar, razones objetivas, permanentes y necesarias para prescindir de los servicios de los trabajadores.
Al efecto, considera que los documentos aportados por la demandada para acreditar los hechos contenidos en la carta de despido “(…) nada señalan acerca de la reestructuración en los servicios prestados por la empresa, ninguno de los documentos justifica la reducción del personal, no explica las razones objetivas, graves y permanentes que precipitaron el despido de los trabajadores. En efecto, las cartas no aluden a las situaciones o los motivos que objetivamente obligaron a la empresa a prescindir de los servicios de los trabajadores, la carta afirma una reestructuración de la dotación de quienes prestan servicios en tienda, pero no señala cómo se llevaría a cabo, tampoco informa la eliminación de cargos, o su reemplazo por otros, ni los nuevos perfiles requeridos, sólo habla de reestructuración, sin explicar las razones técnicas, lo que demuestra que los cargos que desempeñaban los demandantes no han desaparecido de la estructura de la organización y, es dable presumir que serán reemplazados por otros trabajadores, ya que no se rindió prueba alguna respecto de la nueva distribución de funciones de los operadores de tienda y de supervisora de tesorería ni se explica en la carta la necesidad de reducción de su número. Que tratándose de razones económicas las que precipitaron el despido de los demandantes, llama la atención que la empresa no haya acompañado ningún balance Tributarios y financiero de la empresa que acredite el mal estado de los negocios, no se exhiben facturas sin pagar o, deudas con los bancos o con los proveedores. Que tampoco se explica cómo la empresa decide enfrentar la reducción de costos, ni tampoco ha explicitado en las cartas de dónde proviene el aumento de los gastos o costos que pretende reducir y cómo el despido de los trabajadores salvaría la difícil situación económica de la empresa”.

Como es posible advertir, y salvo una genérica alusión a una restructuración, la demandada no logró acreditar los hechos aducidos en las respectivas cartas de despido de los trabajadores conforme lo exige el 454 N°1 del Código del Trabajo, ni ninguno de los supuestos fácticos que permiten, en definitiva, configurar la causal de término de la relación laboral por necesidades de la empresa, y cuyo establecimiento resulta esencial para el examen del proceso de subsunción de los hechos al marco normativo aplicable, por lo que las alegaciones de la recurrente exceden el ámbito de aplicación del motivo de nulidad impetrado, siendo pertinentes o propias de otras causales no alegadas en autos, lo que debe llevar necesariamente a su rechazo;
QUINTO: Que, finalmente, la recurrente invoca de forma subsidiara la
causal del artículo 477 del Código del Trabajo, por considerar que la condena a reintegrar a los actores los descuentos practicados por concepto de aporte patronal al seguro de cesantía contraviene formalmente lo dispuesto en los artículos 13 y 52 de la ley 19.728.
Al respecto, y conforme se ha sostenido de forma reiterada por esta Corte es preciso tener presente que la causal del artículo 477 del Código del Trabajo, sobre infracción de ley, tiene como finalidad velar por una correcta aplicación del derecho a los hechos o al caso concreto determinado en la sentencia, de manera tal que su propósito esencial está en fijar el significado, alcance y sentido de las normas, en función de los hechos tenidos por probados. En consecuencia, y al igual que en la causal antes examinada, este motivo de nulidad supone la aceptación de los hechos establecidos por el tribunal de base, los que resultan inamovibles para esta Corte, de modo tal que los supuestos de procedencia del recurso deberán referirse única y exclusivamente al derecho aplicable;
SEXTO: Que, en el caso en análisis, constituyen hechos de la causa la
existencia de una relación laboral entre las demandantes y la empresa demandada; que el despido de los trabajadores demandantes en autos se

produjo en distintas fechas del mes de marzo de 2023 por aplicación de la causal del artículo 161 inciso 1° del Código del Trabajo, esto es, por necesidades de la empresa y, que tal decisión resultó injustificada, tal como se razona en el motivo noveno de la sentencia impugnada;
SEPTIMO: Que, respecto de la materia debatida, resulta relevante explicitar que el artículo 13 de la Ley N°19.728, establece que: “Si el contrato terminare por las causales previstas en el artículo 161 del Código del Trabajo, el afiliado tendrá derecho a la indemnización por años de servicios (…)”, agregando el inciso segundo que “se imputará a esta prestación la parte del saldo de la Cuenta Individual por Cesantía (…)”.
Por su parte, el artículo 52 de la citada ley establece que: “Cuando el trabajador accionare por despido injustificado, indebido o improcedente, en conformidad al artículo 168 del Código del Trabajo, o por despido indirecto, conforme al artículo 171 del mismo Código, podrá disponer del saldo acumulado en su Cuenta Individual por Cesantía, en la forma señalada en el artículo 15, a partir del mes siguiente al de la terminación de los servicios”. Y agrega en el inciso 2º que: “Si el Tribunal acogiere la pretensión del trabajador, deberá ordenar que el empleador pague las prestaciones que correspondan conforme al artículo 13”.
Luego, el artículo 54 del mismo cuerpo legal establece que: “Las prestaciones establecidas en esta ley de cargo de los empleadores a favor de los trabajadores afiliados al Seguro, tendrán la calidad jurídica de indemnizaciones por años de servicio, para todos los efectos legales, y gozarán del privilegio establecido en el Nº 8º del artículo 2472 del Código Civil”.
Finalmente, el artículo 168 del Código del Trabajo, establece en su
inciso penúltimo, que: “Si el juez estableciere que la aplicación de una o más de las causales de terminación del contrato establecidas en los artículos 159 y 160 no ha sido acreditada, de conformidad a lo dispuesto en este artículo, se entenderá que el término del contrato se ha producido por alguna de las

causales señaladas en el artículo 161, en la fecha en que se invocó la causal, y habrá derecho a los incrementos legales que corresponda en conformidad a lo dispuesto en los incisos anteriores”.
OCTAVO: Que, del tenor de las disposiciones antes transcritas, se desprende que, para que el descuento opere, es necesario que se haya producido el término de los servicios del trabajador por la causal de necesidades de la empresa.
En efecto, el artículo 13 de la Ley N°19.728, al usar la expresión “Si el contrato terminare por las causales previstas en el artículo 161 del Código del Trabajo”, no alude a la causal eventualmente invocada por el empleador para poner término al contrato de trabajo, sino a que refiere a la que jurídicamente ha tenido lugar.
En consecuencia, la procedencia del descuento que previene el citado artículo requiere no sólo que el contrato de trabajo haya terminado formalmente por las causales previstas en el artículo 161 del Código del Trabajo, sino que dicho motivo haya sido validado judicialmente en caso de impugnarse su justificación, pues de otro modo, se desvirtúa la intención que se tuvo en vista para la dictación de la ley.
Ahora bien, cuando el despido es declarado injustificado, lo que se determina jurídicamente es que no ha existido la causal invocada para desvincular al trabajador, por lo cual, tratándose de una prerrogativa a favor del empleador, se debe considerar una excepción, lo que conlleva que debe aplicarse restrictivamente, es decir, sólo a los casos en que real y jurídicamente la desvinculación del trabajador se debió a necesidades de la empresa.
Si el juez determina que no se han probado debidamente las necesidades de la empresa para despedir al trabajador y declara que el despido de éste es improcedente –como ocurre en la especie—, no puede tener lugar la imputación referida en el inciso segundo del artículo 13 precitado, ya que esa deducción está sujeta a la condición de haber operado
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efectivamente la causal de necesidades de la empresa. Pensar lo contrario, implicaría que al empleador le basta invocar esta causal para que se aplique el descuento, olvidando que esa determinación puede ser objeto de revisión por la justicia, a requerimiento del trabajador, quien acciona motivado por lo que estima una vulneración de sus derechos, los que son irrenunciables.
Este predicamento, por lo demás, se refuerza en el inciso segundo del artículo 52 de la Ley N°19.728, antes aludido, toda vez que al acogerse la demanda del trabajador, declarando el despido improcedente, dicha disposición establece que el tribunal “(…) deberá ordenar que el empleador pague las prestaciones que corresponden conforme al artículo 13”, referencia que debe entenderse hecha al inciso primero de este último precepto, pues el pretendido descuento obviamente no es el pago de las prestaciones, sino una disminución de las mismas.
NOVENO: Que, en tal virtud, al razonar la sentencia en el motivo décimo que resulta procedente efectuar la devolución a los trabajadores demandantes del aporte del empleador a la AFC, ha efectuado una correcta aplicación de los artículos 13 y 52 de la Ley N°19.728, lo que desencadena que la causal de infracción de ley incoada por la parte empleadora deba ser necesariamente desestimada.
DÉCIMO: Que a fin de reafirmar lo antes razonado, debe tenerse en vista que la Excma. Corte Suprema con fecha 14 de febrero de 2014, en causa Rol N°7.847-2023 argumento -sobre la materia debatida- lo siguiente:
“Cuarto: Que las sentencias que acompaña para la comparación de la materia de derecho propuesta son las dictadas por esta Corte en los antecedentes N°413-2018, N°19.115-2018, N°9796-2019 y N°122.154-2020,
que expresan una tesis jurídica diversa, que, en síntesis, resuelven que una condición necesaria para que opere el descuento, es que el contrato de trabajo haya terminado por las causales previstas en el artículo 161 del Código del Trabajo, de modo que si la sentencia declara improcedente el despido, priva de base a la aplicación del inciso segundo del artículo 13 de la
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Ley N°19.728. En consecuencia, si el término del contrato por necesidades de la empresa fue considerado injustificado, no se satisface la condición, en la medida que el despido no tuvo por fundamento una de las causales que prevé el artículo 13 de la Ley N°19.728.
Quinto: Que el fallo recurrido y las reseñadas en el considerando precedente dan cuenta que, en algún momento, existieron distintas interpretaciones respecto de la materia indicada, la que se encuentra unificada desde hace algún tiempo por esta Corte, a partir de la sentencia dictada en la causa Rol N°92.645-2021, criterio ratificado más recientemente en causas Rol Nº57.795-2022 y 80.864-2022, entre otras, sosteniéndose sin variación, lo mismo que las sentencias que se acompañan de cotejo, esto es, que una condición sine qua non para que opere el descuento de que se trata, es que el contrato de trabajo haya terminado efectivamente por las causales previstas en el artículo 161 del Código del Trabajo, lo que se ve corroborado por su artículo 168, letra a), de manera que si la sentencia declara injustificado el despido priva de base a la aplicación del inciso segundo del artículo 13 de la Ley N°19.728, pues tanto la indemnización por años de servicio como la imputación de la parte del saldo de la cuenta individual por cesantía, constituyen un efecto que emana de la exoneración prevista en el artículo 161 del Código del Trabajo.
En consecuencia, si el término del contrato por necesidades de la
empresa fue considerado injustificado por el tribunal, simplemente no se satisface la condición, en la medida que el despido no tuvo por fundamento una de las causales que prevé el artículo 13 de la Ley N°19.728”.
OCTAVO: Que, así las cosas, no configurándose en la especie los vicios denunciados por el impugnante, el arbitrio de nulidad será desestimado en todos sus extremos.
Por las razones anteriores, y lo dispuesto en los artículos 477, 479, 481 y 482 del Código del Trabajo, SE RECHAZA, sin costas, el recurso de nulidad deducido por Abarrotes Económicos Limitada contra la sentencia de

fecha diecisiete de septiembre de dos mil veinticuatro dictada por el Segundo Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago, en los autos RIT O-3764-2023, caratulados “Vistoso y otros con Abarrotes Económicos Limitada”, la que en consecuencia, no es nula.
Acordada con el voto en contra de la ministra (s) señora Paola Díaz Urtubia respecto de la segunda causal de nulidad impetrada, quien estuvo por acoger el recurso por estimar que la interpretación que plantea la recurrente es la que mejor se aviene al tenor literal de la norma del artículo 13 de la ley 19.728, que no exige la declaración judicial de procedencia de la causal del artículo 161 del Código del Trabajo, no pudiendo estimarse tampoco que la relación laboral haya terminado jurídicamente por una causal diversa; y teniendo especialmente presente que la indemnización por años de servicio
-en opinión de esta disidente- corresponde a una prestación de seguridad social que no se ve afectada con el referido descuento, pues igualmente la suma descontada puede ser percibida a través del seguro de cesantía.
Regístrese y comuníquese.
Redactada por la abogada integrante, Renée Rivero Hurtado. Rol Laboral-Cobranza N°3499-2024.

Carolina Sandra Brengi Zunino
Ministro
Corte de Apelaciones
Diecinueve de febrero de dos mil veintiséis 12:51 UTC-3

Paola Cecilia Diaz Urtubia
Ministro(S)
Corte de Apelaciones
Diecinueve de febrero de dos mil veintiséis 12:05 UTC-3

Renee Marlene Rivero Hurtado
Abogado
Corte de Apelaciones
Diecinueve de febrero de dos mil veintiséis 11:15 UTC-3
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Pronunciado por la Duodécima Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministra Carolina S. Brengi Z., Ministra Suplente Paola Cecilia Diaz U. y Abogada Integrante Renée Rivero H. Santiago, diecinueve de febrero de dos mil veintiseis.
En Santiago, a diecinueve de febrero de dos mil veintiseis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
































































Este documento tiene firma electrónica
image2.png




image3.png




image4.png




image5.png




image1.png




